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Introducción

En Colombia, la empresa representa uno de 
los elementos mas importantes en lo que res-
pecta al desarrollo económico y social de la 
nación, la cual también ha desempeñado un 
papel crucial en el desarrollo del derecho, 
específicamente la concepción de la persona 
jurídica, las cuales pueden ser de diferentes 
naturalezas bien sea de derecho público o 
privado. Sin embargo, es debido al aporte 
que realiza como motor de innovación y de-
sarrollo que han sido reguladas por diferentes 
normas jurídicas las personas jurídicas de de-
recho privado, específicamente las socieda-
des comerciales. Sin embargo, han llamado 
la atención del derecho en Colombia recien-
temente por causa de la acción de extinción 
de dominio, como un riesgo incipiente para 
sus actividades.

Por lo que el reconocimiento de derechos fun-
damentales a la persona jurídica en Colombia, 
entre ellos el debido proceso, hace necesaria 

la presente investigación para responder inte-
rrogantes relativas al régimen actual de la ex-
tinción de dominio, especialmente, si el uso 
de las medidas cautelares previas a cualquier 
decisión que demuestre la ilicitud de los bie-
nes se ajusta a las garantías reconocidas o si 
por el contrario las pone en riesgo.

PREGUNTA PROBLEMA: ¿Cómo la aplica-
ción de medidas cautelares en procesos de 
extinción de dominio afecta el derecho fun-
damental al debido proceso de las personas 
jurídicas?

Objetivo general: Identificar amenazas al de-
recho fundamental del debido proceso de las 
personas jurídicas en procesos de extinción 
de dominio por causa de la aplicación de me-
didas cautelares.
 
Objetivos específicos:

ANALIZAR el concepto de persona jurídi-
ca/la empresa en el Ordenamiento jurídico 
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colombiano, sus derechos fundamentales y 
las garantías procesales que los concretan 
protegen.

CONTRASTAR los elementos que componen 
el derecho fundamental al debido proceso, 
y los elementos que suponen un riesgo res-
pecto las personas jurídicas por causa de la 
extinción de dominio (no uniformidad en su 
regulación, autonomía real o teórica, MEDI-
DAS CAUTELARES).

EXAMINAR casos en los que la imposición 
de medidas cautelares en procesos de extin-
ción de dominio ha afectado a la empresa 
como unidad productiva.

DETERMINAR la necesidad de establecer 
mecanismos jurídicos que de manera efecti-
va garanticen el debido proceso en medio de 
la extinción de dominio.

Metodología

El diseño metodológico de la investigación 
corresponde a un estudio de carácter dog-
matico-juridico, de enfoque cualitativo, que 
combina el análisis normativo (Constitución 
Política, Código Civil Colombiano, Código 
de comercio, y Ley 1708 de 2014) con análi-
sis jurisprudencial de la corte constitucional, 
lo cual se complementa con el estudio de 
las posiciones doctrinales que han ido dan-
do matices al tema de estudio, además del 
estudio de dos casos recientes de aplicación 
de medias cautelares en procesos de extin-

ción de dominio, con el fin de demostrar la 
concreción de los riesgos identificados en el 
desarrollo teórico.

1. La persona jurídica en el ordenamiento 
jurídico Colombiano:

En el ordenamiento jurídico Colombiano la 
persona jurídica de derecho privado puede 
definirse bajo la consagración legal del có-
digo civil que en su artículo 633 establece: 
“Se llama persona jurídica a una persona 
ficticia capaz de ejercer derechos u contraer 
obligaciones civiles, y de ser representada 
judicial y extrajudicialmente”. Mas adelante 
en ese mismo artículo estipula que hay dos 
clases o especies de personas jurídicas, “cor-
poraciones y fundaciones de beneficencia 
pública.”

De acuerdo a la disposición mencionada 
anteriormente, las llamadas corporaciones 
por el código civil, representan la base del 
concepto que sería susceptible del desarrollo 
social y económico con el pasar del tiempo 
llegando a trascender más allá de su noción 
como una simple corporación o un ente fic-
ticio y lejano. Sobre esta base el Código de 
Comercio realizaría una construcción valio-
sa, ya que en su artículo 98 dispone que por 
causa de la celebración de un contrato de so-
ciedad nace la persona jurídica así: “La socie-
dad, una vez constituida legalmente, forma 
una persona jurídica distinta de los socios 
individualmente considerados.”
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Lo anterior demuestra el desarrollo del con-
cepto de la persona jurídica, y su incorpora-
ción a través del mismo legislador, un cam-
bio que responde a las dinámicas sociales y 
jurídicas, con el propósito de amoldarse a la 
cambiante realidad por lo que vale la pena 
destacar que este cambio deviene de una 
pugna de teorías jurídicas relevantes en el 
ordenamiento jurídico colombiano, por un 
lado, la teoría de la ficción impulsada por 
Savigny quien inicialmente fue acogido en 
nuestro sistema jurídico estableciendo la fic-
ción legal como elemento clave para la con-
ceptualización de la persona jurídica como 
un ente que no posee voluntad propia. Por 
otro lado, la teoría de la realidad presentada 
por Gierke, el cual menciona que la perso-
na jurídica es una personalidad real, ya que 
no solo el ser humano es considerado como 
persona y sujeto de derechos sino también el 
resultado de su colectividad, siendo capaz de 
transformar en un hecho lo que ella quiere, 
estableciéndose como la contraparte a todo 
lo planteado por la teoría de la ficción, que 
logra acuñarse en nuestro ordenamiento ju-
rídico con nuevas concepciones referentes 
a su voluntad, independencia patrimonial, y 
capacidad de actuar y contraer obligaciones. 

2. La persona jurídica como titular de dere-
chos fundamentales:

Así pues, la visión actual del ordenamiento 
jurídico, nos permite entender que la persona 
jurídica en Colombia es una persona distinta 
a la colectividad que la conforma como un 

“alguien”, viendo así a las sociedades como 
personas reales, lo que trae consigo una se-
rie de características atribuibles a las mismas. 
Entre las principales características de la per-
sona en todo sistema jurídico, especialmente 
el colombiano, son los derechos fundamen-
tales, sin embargo, cuando se piensa en los 
derechos fundamentales y los sujetos inclui-
dos en su esfera de protección se piensa en la 
persona física o humana, ya que las constitu-
ciones piensan en sus ciudadanos como en-
tes individuales, lo cual plantea alteraciones 
respecto de las fórmulas tradicionales para la 
configuración de los derechos, a lo cual se le 
agrega el ámbito procesal para su concreción 
efectiva respecto la persona jurídica, ya que 
se originan debates cuando la persona jurídi-
ca es un sujeto procesal acusada de un ilícito, 
y la posibilidad que tiene esta de gozar de las 
garantías como los reconocidas a la persona 
física.

Este debate que se plantea desde la doctrina 
es importante para la construcción dogmá-
tica del planteamiento de las personas, ya 
que a pesar de argumentar la prevalencia de 
teorías como la de la realidad de Gierke, se 
hace necesaria su representación a través de 
una persona física que actúe en su nombre, 
es por causa de su complejidad existencial 
que se hace necesario tener una óptica di-
ferencial al entrar a analizar sus derechos y 
garantías constitucionales. Por lo que seria 
la corte constitucional mediante la senten-
cia T-396/93 quien dilucidaría el debate de-
terminando que: “Negar la titularidad de la 
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persona jurídica de derechos fundamentales 
en aras de exaltar la individualidad humana, 
es un contrasentido que, en última instancia, 
va contra el mismo individuo de la especie 
humana, que ve relativizado y más aún, des-
protegido, su fin racional, que requiere del 
concurso personificado y autónomo de sus 
iguales.”, de lo anterior podemos compren-
der que actualmente las personas jurídicas se 
poseen también la titularidad de los derechos 
fundamentales derivados de nuestra consti-
tución, lo cual supone crucial importancia 
cuando estas son sometidas a procesos ante 
la jurisdicción ya que estos mismos derechos 
constituyen garantías, como límites a la ca-
pacidad de justicia del estado en cabeza del 
juez y demás funcionarios involucrados en el 
desarrollo del proceso.

Posteriormente, la corte ampliaría el espec-
tro de los derechos y garantías de la persona 
jurídica al campo procedimental a través de 
la sentencia C-320 de 1998, la cual fijo los 
cimientos de la discusión respecto de la res-
ponsabilidad de la persona jurídica en proce-
sos penales, o de extinción de dominio, ya 
que en ella la corte reconoció que la ley pue-
de sancionar a la persona jurídica en casos de 
verse envuelta en la comisión de delitos y re-
conoce que si una persona jurídica se benefi-
cia de un ilícito pueda concretarse sobre ella 
la responsabilidad derivada de la conducta, 
y verse sometida de manera consecuente en 
un proceso judicial para atribuirle la sanción 
correspondiente.

Pese a los pronunciamientos de la jurispru-
dencia constitucional respecto a la titularidad 
de derechos fundamentales por parte de la 
persona jurídica, no existe un listado que de 
manera taxativa establezca con precisión que 
derechos fundamentales le son aplicables, 
sin embargo, la doctrina ha establecido una 
serie de criterios que permiten conocer a 
manera de clasificación las categorías de de-
rechos fundamentales que le son aplicables 
a la persona jurídica, como se demostrara a 
continuación.

2.1 Clasificación de los derechos fundamen-
tales aplicables a la persona jurídica:

-	 Derechos que no le son aplicables: 
Protección a la integridad física, la 
vida, prohibición de tortura tratos 
crueles inhumanos o degradantes, 
derechos reproductivos, protección a 
la familia, y aquellos atenientes a la 
condición de humanidad de la perso-
na física.

-	 Derechos con zonas de penumbra:  
Inviolabilidad del domicilio, habeas 
data, privacidad, no auto inculparse o 
declarar contra sí misma, dignidad.

-	 Derechos aplicables: Libertad de em-
presa, libertad de expresión, derecho 
a la libre asociación, igualdad, honor, 
honra (buen nombre), derecho a la 
defensa, primacía de los derechos 
fundamentales, libertad, libertad sin-
dical, libertad económica e iniciativa 
privada, buena fe, protección a la 
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empresa, presunción de inocencia, y 
debido proceso.

Respecto a este último grupo afirma la doc-
trina, respaldada por la jurisprudencia cons-
titucional, en conjunto con su consagración 
como sujeto procesal según se establece en 
el Código General del Proceso, podemos se-
ñalar el derecho fundamental al debido pro-
ceso como uno de los elementos de mayor 
trascendencia aplicado a la persona jurídica.

2.2 El debido proceso como núcleo de las 
garantías aplicables a la persona jurídica:

Siendo los derechos aplicables entonces 
aquellos que se adecuen a su naturaleza 
incorpórea como ente colectivo, el debido 
proceso se erige como el núcleo de la pro-
tección de los demás derechos que habitan 
alrededor del sujeto, como un escudo frente 
a las decisiones de los operadores judiciales, 
por lo cual es necesario conocer las garantías 
que atribuye el debido proceso a las perso-
nas jurídicas en medio de procedimientos 
jurisdiccionales, es necesario recordar que el 
debido proceso como derecho fundamental 
se establece en nuestra constitución política 
a través del artículo 29 que reza lo siguiente: 
“El debido proceso se aplicará a toda clase 
de actuaciones judiciales y administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a 
leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y con obser-
vancia de la plenitud de las formas propias 
de cada juicio. (…), Toda persona se presume 

inocente mientras no se la haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado 
tiene derecho a la defensa y a la asistencia de 
un abogado escogido por él, o de oficio, du-
rante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injus-
tificadas; a presentar pruebas y a controvertir 
las que se alleguen en su contra; a impugnar 
la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado 
dos veces por el mismo hecho.”

De la lectura de la disposición constitucio-
nal, se comprender que la protección no dis-
tingue el sujeto protegido por ella, dejando 
abierta la posibilidad de atribuir la posibili-
dad de atribuir esta protección a la persona 
jurídica, y establece los elementos que lo 
componen: Aplicación universal, principio 
de legalidad, juez natural, presunción de ino-
cencia, derecho de defensa, derecho de con-
tradicción, no tener dilaciones injustificadas, 
y el derecho a presentar y controvertir prue-
bas además del non bis in ídem. Toda lo ante-
rior para comprender la máxima importancia 
que posee este derecho como institución de 
rango constitucional para limitar el poder del 
estado ateniéndose el mismo a los requisitos 
constitucionales para ejercerlo en contra de 
cualquier persona, garantizado así la seguri-
dad jurídica frente a las arbitrariedades bajo 
la excusa del ejercicio del poder.

Adicionalmente, los artículos como el 86 de 
la carta policita reconocen al debido proce-
so como derecho de aplicación inmediata, 
protegido mediante mecanismos como la 
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acción y tutela aun cuando no exista norma 
especial que reglamente los procedimientos 
especiales para la persona jurídica, discusión 
terminada por causa del pronunciamiento de 
la jurisprudencia constitucional en la senten-
cia T-201 de 1993: : “El art 86 CP no dis-
tingue los fines que él persigue quedarían 
frustrados o, cuando menos, realizados de 
modo incompleto si el alcance de la protec-
ción se restringiese por razón del sujeto que 
lo invoca, dejando inermes y desamparadas 
a las personas jurídicas. Estas también son 
titulares de derechos reconocidos por el or-
denamiento constitucional y no existe razón 
alguna para impedirles que se acojan al me-
canismo preferente y sumario diseñado por 
el Constituyente para lograr su efectividad”. 

Por lo tanto, es clara la corte al establecer que 
posee la titularidad del derecho fundamental 
al debido proceso, tanto, que de llegarse a 
vulnerar a través de un procedimiento judi-
cial recaería en ella la potestad de reclamar 
su protección través de la acción de tutela, en 
caso de vulnerarse alguna de las garantías que 
lo componen, según lo dicho en la sentencia 
SU-174 de 2021, donde la corte ampliaría el 
listado de garantías haciendo especial énfasis 
en el derecho a la defensa, independencia e 
imparcialidad del juez o funcionario, quine 
debe decidir con fundamento en los hechos 
sin sesgos, presión o influencia respecto del 
caso concreto, garantías relevantes respecto 
de la persona jurídica, especialmente cuan-
do se ve envuelta en procedimientos como al 
extinción de dominio.

3. La extinción de dominio como desafío 
para la protección del debido proceso de la 
persona jurídica:

Habiendo precisado la importancia de los de-
rechos fundamentales de la persona jurídica 
y su calidad de parte en el desarrollo de pro-
cesos, nos adentraremos al proceso de extin-
ción de dominio, como institución procesal 
la cual en medio de sus procedimientos pue-
den presentarse escenarios de tensión con las 
garantías descritas.

3.1 Naturaleza y régimen jurídico de la ex-
tinción y dominio:

La acción de extinción de dominio en Colom-
bia desde su nacimiento ha sido una figura 
controversial ya que se debatía en un primer 
momento a que naturaleza jurídica pertene-
cía esta figura, planteándose en un primer 
momento tres tesis que la clasificaban entre 
el derecho civil, administrativo y el derecho 
penal. Sin embargo a día de hoy sería la ley 
1708 de 2014 la encargada de aclarar que es 
una consecuencia patrimonial por causa de 
las actividades ilícitas, en donde se da la pér-
dida definitiva del derecho de dominio y el 
estado se abroga este derecho respecto de los 
bienes objetos de la acción, la cual posee un 
carácter real por su contenido patrimonial, ya 
que persigue derechos susceptibles de valo-
ración económica, y constitucional según la 
misma norma en razón de la consagración 
constitucional de la extinción de dominio 
en el artículo 34. Adicionalmente  establece 
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que esta acción es distinta y autónoma de la 
acción penal, e independiente de declaracio-
nes de responsabilidad, lo cual más adelante 
será motivo a debatir puesto que por su apli-
cación práctica se ha entendido más como 
sanción que como acción la cual se entiende 
justificada por el carácter sui generis de la fi-
gura por medio de la cual no se busca llevar 
un mensaje de prevención general, sino de 
transformación del paradigma social para la 
construcción licita del patrimonio y la protec-
ción de la moral social. 

Sin embargo, muchas de las características 
que identifican la extinción de dominio se 
han planteado como elementos que suponen 
un riesgo para la persona jurídica esto es por 
causa de elementos sustanciales de la misma 
como:

-	 Autonomía e independencia de la acción: 
Al definirse a sí misma como indepen-
diente y autónoma de la acción penal y 
de toda declaratoria de responsabilidad, 
este proceso ha sido objeto de controver-
sias puesto que al extraer la extinción de 
dominio del ámbito penal el cual posee 
unas garantías sólidas para limitar el uso 
de la facultad sancionadora del estado 
frente a la privación de derechos median-
te decisión judicial, se ocasionan riesgos 
en la práctica por causa de ello, adicio-
nalmente su independencia puede llegar 
a ser puesta en duda ya que se inicia por 
la comisión de un tipo penal, encausada 
la investigación por el ente de persecu-

ción penal, y priva de un derecho de 
fundamental relevancia como el dominio 
al procesado. Mientras que su indepen-
dencia respecto de decisiones judiciales 
representa un riesgo para el patrimonio 
de personas jurídicas que dependen so-
lamente de la investigación realizada a 
una persona natural para sufrir perjuicios 
económicos irremediables.

-	 Dispersión normativa : Si bien actualmen-
te se cuenta con una ley que funge como 
estatuto de la extinción de dominio y la 
jurisprudencia por su cuenta se ha encar-
gado de aclarar los diferentes matices de 
la norma, es innegable que a día de hoy 
la extinción de dominio es comparable a 
una amalgama de elementos normativos, 
según lo dispuesto en la ley bajo el nom-
bre de integración normativa, se puede 
analizar que este estatuto procesal es in-
suficiente para regular todos los aspectos, 
de manera tal que el régimen de la fase 
preliminar y sus medidas cautelares se 
sujetan al procedimiento penal de carác-
ter inquisitivo, ya superado en Colombia 
mediante el desarrollo del sistema penal 
acusatorio bajo la justificación de brindar 
mayores garantías procesales, sin embar-
go lo relativo a las diligencia de investi-
gación están sometidas al proceso penal 
acusatorio, en lo referente a lo llamado 
como ilícito en la extinción de dominio 
nos remite al código penal y los delitos 
allí establecidos para poder comprender 
que la comisión de estas conductas origi-
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nan la extinción de dominio, y la desig-
nación de bienes y derechos se entenderá 
según lo dispuesto en la legislación co-
mercial y el código civil. Por lo cual nos 
preguntamos: ¿El principio de legalidad 
admite flexibilidad o se ha convertido en 
la unión de múltiples retazos con el afán 
de cumplir con la persecución de bienes 
ilícitos?.

-	 ¿Medidas cautelares o extinción de domi-
nio de facto?: Cuando nos referimos a las 
medidas cautelares impuestas mediante 
la extinción de dominio, nos referimos 
a un tema controversial desde diferentes 
sectores de la doctrina dedicada al tema, 
ya que la norma plantea que las medias 
cautelares se aplicaran solo cuando cum-
plan con los fines de: 

A.	 Evitar que los bienes que se cuestionan 
puedan ser ocultados, negociados, gra-
vados, distraídos, o transferidos.

B.	 Puedan sufrir deterioro, extravío, des-
trucción.

C.	 Con el propósito de cesar su uso o 
destinación ilícita.

Adicional a ello se establece entre los requi-
sitos un estándar mínimo, el cual se refiere 
a la existencia de elementos de juicio sufi-
ciente que permitan considerar la existencia 
de un probable vínculo con las causales de 
la extinción de dominio e imponen criterios 
de necesidad y razonabilidad. Sin embargo, 
todo lo anterior a pesar de estar establecido 

en a la norma y cumplir a priori con las exi-
gencias de un estado social de derecho para 
la privación de facultades personales, cuando 
se realiza el proceso de extinción de dominio 
se tiende a diluir los elementos necesarios 
para la toma de decisiones y mucho más por 
la complejidad argumentativa para trasladar 
garantías a las personas jurídicas, puesto que 
estas medidas cautelares se revisten de un 
carácter provisional y excepcional, de acuer-
do a la necesidad de satisfacer los fines del 
proceso se podría entender justificada, pero 
realmente luego de la presentación de la ac-
ción por parte de la fiscalía, quien decreta las 
medidas y propone el tipo de medida caute-
lar a imponer es la misma fiscalía, por lo que 
se convierte una actor plenipotenciario para 
la toma de decisiones de tal importancia.

Se une al análisis anterior el debate respecto 
de la inscripción de las medidas, son intem-
porales lo cual plantea un enorme riesgo para 
las sociedades comerciales afectadas en el 
transcurso del proceso, tanto así que el afec-
tado puede permanecer desposeído indefini-
damente por una medida cautelar grave como 
la toma de posesión o secuestro de los bienes 
en cabeza de una persona jurídica, de manera 
que no hay distinción entonces entre la deci-
sión final y una decisión provisional sin límite 
temporal mucho menos cuando la extensión 
de la medida cautelar recae sobre la totali-
dad de las acciones que componen el capital 
social el cual es la columna vertebral para el 
normal funcionamiento de toda persona jurí-
dica. En este sentido es posible plantear que 
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la medida cautelar en la práctica es el equiva-
lente funcional de la decisión por parte de un 
juez como garantía procesal nos preguntamos: 
¿medida cautelar o sentencia anticipada?, ¿se 
puede desposeer a la persona judicial de sus 
derechos por causa de un probable vínculo 
con la comisión de un ilícito sin establecer su 
verdadera responsabilidad y participación?.

3.2 Tipología de las medidas cautelares y su 
tensión con el principio del juez natural

4. Casos de aplicación de la extinción de do-
minio y su práctica judicial

5. Conclusiones

-	 Existe un riesgo real respecto del derecho 
fundamental del debido proceso de la 
persona jurídica en la extinción de domi-
nio, especialmente en lo que se refiere al 
derecho de defensa, claro ejemplo de ello 
es el desafío que se establece mediante el 
decreto de medidas cautelares en un régi-
men donde la presunción e inocencia no 
dirige las actuaciones procesales. 

-	 Es necesario establecer herramientas pro-
cesales para que se materialice una ga-
rantía procesal esencial como el tener co-
nocimiento oportuno de las actuaciones 
realizadas en su contra, sobre todo en lo 
referente a su patrimonio económico, ya 
que este responde al interés de múltiples 
asociados y no solo a aquel del cual se 
encausa la extinción y dominio.

-	 Se requiere avanzar hacia la creación de 
mecanismos jurídicos concretos entre los 
que se proponen como líneas de trabajo: 
(i) Limite temporal razonable respecto de 
la vigencia de las medidas cautelares en 
extinción de dominio o en su defecto la re-
visión de las mismas amparadas bajo cau-
sales que permitan su revocación justifica-
da cuando se demuestre la improcedencia, 
(ii) Control de legalidad automático que 
materialice la independencia y neutralidad 
del estado en medio de los procedimien-
tos que impliquen la imposición de medi-
das, distintita de la fiscalía que decreto la 
medida, (iii) Criterios de proporcionalidad 
cuando la medida recaiga sobre el capital 
o activos necesarios para la continuidad 
de la unidad productiva.
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